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Acta No. 099 de 1º de marzo de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00107-00
Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados la Cooperativa La Rosa de La Virginia el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los siguientes hechos:

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2015-95”, que se tramita en el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, se debe dar aplicación al artículo 121 del Código General del Proceso, de conformidad con el precedente de la Corte Suprema de Justicia.
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado declarar de manera inmediata su falta de competencia para decidir la acción popular, remitir el expediente al juez que le siga en turno y comunicar esa gestión al Consejo Seccional de la Judicatura y b) determinar si la Defensora de Pueblo de Caldas desconoce sus obligaciones de carácter legal, al negarse a presentar acciones de amparo a su nombre. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 16 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular al Alcalde del Municipio de La Virginia, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda, y a la Cooperativa La Rosa de La Virginia, entidad que funge como demandada en la acción popular en que encuentra el actor vulnerados sus derechos.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 El señor Alcalde de La Virginia manifestó que dentro de la acción popular no se ha negado el acceso de justicia, ni vulnerado derechos fundamentales, como quiera que las decisiones judiciales allí adoptadas se encuentran sustentadas en disposiciones legales.
2.3 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Afirma que contra esa Defensoría ha presentado en los últimos tres meses, cerca de 455 acciones de tutela por los mismos hechos, las cuales relaciona.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.

Citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria y expuso que frente a un tema exactamente igual a la acción de tutela que se responde en esta ocasión, el Honorable Tribunal  Superior de Manizales, ordenó compulsar copias a la Fiscalía.

2.4 La titular del despacho accionado indicó que en la acción popular objeto de la tutela, por auto de 26 de abril de 2016, se ordenó volver a publicar los avisos a la comunidad, en obedecimiento a lo dispuesto por este Tribunal; el 13 de enero último se profirió sentencia, en la cual se declaró probada “la excepción de cumplimiento de la norma referida”, providencia que se encuentra en firme desde el 20 de enero siguiente, pues el recurso de apelación que se interpuso en su contra y la solicitud de nulidad fueron rechazados de plano, el primero por extemporáneo y que en la actualidad está pendiente la liquidación de costas.
De otro lado dijo que se oponía a las pretensiones de la demanda ya que en el año 2016 el accionante presentó 170 acciones populares en ese juzgado y en lo que va corrido este mes, ha radicado otras 140, las cuales “han venido siendo evacuando (sic) tratando de no perjudicar el desarrollo de los demás asuntos civiles, laborales, de familia y penales”. 
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

2. Corresponde a la Sala determinar, como problema jurídico, si la tutela es procedente para ordenar la aplicación del artículo 121 del Código General del Proceso, en la acción popular formulada por el actor. 
3. Las pruebas documentales incorporadas de manera física al expediente y las que obran en el disco compacto que remitió el juzgado accionado, acreditan, para lo que aquí interesa, los siguientes hechos:

3.1 El 7 de mayo de 2015 el señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra la Cooperativa La Rosa de La Virginia
. 

3.2 Surtido el trámite respectivo el 10 de febrero de 2016 se dictó sentencia de primera instancia
.

3.3 Por auto de 1º de septiembre siguiente, con ocasión a la nulidad decretada por esta Sala en segunda instancia, se ordenó fijar nuevamente el aviso a la comunidad, con inclusión de los datos necesarios para que los terceros interesados en intervenir en el trámite, pudieran hacerlo
.
3.3 En escrito presentado el 12 de diciembre del año pasado, el actor pidió aplicar los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y el 121 del Código General del Proceso
. 

3.4 Por auto del 12 de enero de este año se expresó que el despacho ha sido activo para tramitar el asunto, que en una providencia anterior le refirió las últimas actuaciones judiciales adelantadas y que el proceso se encuentra a despacho para fallo. Por lo tanto, no existe la renuencia alegada “teniendo en cuenta los demás asuntos que se deben despachar”
. Esa providencia no fue notificada a las partes, pues fue se profirió como de “cúmplase”.

3.5 El día siguiente, 13 de enero, se dictó sentencia. En ella se  declaró: a) probada “la excepción de cumplimiento de la norma referida como vulnerada” y b) que la Cooperativa La Rosa no se encuentra incursa en lesión o amenaza alguna del derecho colectivo a la accesibilidad de las personas discapacitadas al uso de baterías sanitarias; además, se condenó en costas a la parte actora y en favor de la demandada
.

3.6 Mediante proveído del 7 de febrero último se rechazaron de plano las solicitudes de nulidad elevadas por el actor relacionadas con la falta de notificación por edicto del fallo y de comunicación del mismo al ente territorial y se negó por extemporáneo el recurso de apelación que ese mismo señor formuló contra ese fallo
.

3.7 De conformidad con lo informado por la titular del despacho accionado, la citada sentencia quedó ejecutoriada el 20 de enero de este año y el proceso se encuentra pendiente de realizar la  liquidación de costas
.

4. Surge de esas pruebas que la sentencia proferida en la acción popular se encuentra ejecutoriada y por lo tanto sería vano adoptar en esta sede cualquier decisión respecto del trámite surtido, específicamente en lo relativo a la falta de aplicación de la pérdida de competencia por vencimiento de términos, de que trata el artículo 121 del Código General del Proceso, que constituye la pretensión principal de la tutela, pues en la actuación solo se encuentra a la espera de la liquidación de costas, de modo que se está ante el fenómeno de la carencia actual de objeto por sustracción de materia, cuyos efectos han sido precisados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 de esta forma:

“En aquellas situaciones en las cuales el daño se consumó, o cuando la presunta vulneración o riesgo se superó con la satisfacción o salvaguarda de las garantías invocadas, se presenta una sustracción de materia o carencia actual de objeto, donde ya no tiene razón ni sentido que el juez expida las órdenes que hubiere emitido si apreciare que la acción prosperaba
”.

5. En estas condiciones el amparo resulta improcedente ante la imposibilidad del juez de tutela de entrar a analizar una actuación cuya decisión de fondo ya se encuentra en firme; lo anterior así se advierta una irregularidad respecto a la falta de notificación del auto de 12 de enero de este año, la cual, además, no fue alegada por el actor dentro de la acción popular ni en el escrito de tutela. 
6. Se negará el amparo frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante, requerido para tal fin, se limitó a indicar que en anteriores ocasiones ha pedido a esa autoridad que instaure a su nombre acciones de tutela, mas no expresó ni menos acreditó que haya acudido a ella para que impetre la que por medio de esta providencia se resuelve. Por ende, se concluye con toda seguridad, que no ha incurrido la referida autoridad en acción u omisión que justifique brindar la protección reclamada.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados la Cooperativa La Rosa de La Virginia el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda, y se niega contra la Defensoría del Pueblo Regional Caldas.
(continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada: 66001-22-13-000-2017-00107-00)

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
(con aclaración de voto)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 3 del CD


� Folios 75 a 83 del CD


� Folio 98 del CD


� Folios 134 y 135 del CD


� Folio 136 del CD


� Folios 137 a 142 del CD


� Folio 147 del CD


� Folio 17 cuaderno No. 1


� Sentencia T-292 de 2014


� Cfr. T-659 de agosto 15 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández.
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